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ÍNDICE TEMÁTICO 

Con motivo de la falta de acreditamiento de pago de créditos por concepto 

de cuota obrero-patronal y sus multas, se inició un procedimiento contra la 

persona quejosa –en calidad de patrón-; en el que se trabó embargo por 

un ejecutor fiscal del Instituto Mexicano del Seguro Social en contra de 

bienes de la persona quejosa; quien, en la diligencia de ley y respecto de 

los bienes embargados, aceptó el cargo de depositario hecho por el 

ejecutor aludido. La fiscalía formuló imputación y solicitó la vinculación a 

proceso en contra de la persona quejosa por el delito de “depositaría 

infiel”, previsto y sancionado en el artículo 312, párrafo segundo de la 

Ley del Seguro Social, por la presunta “falta de puesta a disposición de 

los bienes recibidos en depósito” y en calidad de depositario. 

Tras la confirmación del auto de vinculación a proceso por parte de tribunal 

de apelación, por los hechos de la imputación y bajo la clasificación jurídica 

señalada, la persona quejosa promovió amparo indirecto por la 

inconstitucionalidad del artículo 312, párrafo segundo la Ley del Seguro 

Social –entre otros motivos-; el cual fue sobreseído en parte y negado en 

otra, por tribunal unitario de amparo. 

Inconforme, la persona quejosa interpuso recurso de revisión reiterando la 

impugnación del artículo citado por inconstitucionalidad; al respecto, el 

tribunal colegiado de conocimiento confirmó el sobreseimiento parcial y 
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remitió a esta Corte para resolver la revisión en competencia originaria 

sobre la inconstitucionalidad alegada. 

 APARTADO CRITERIO Y DECISIÓN PÁGS. 

I. ANTECEDENTES Reseña de los antecedentes del asunto. 2-8 

II. COMPETENCIA 
Este Pleno es competente para conocer del 
presente asunto. 

8  

III. 
OPORTUNIDAD Y 
LEGITIMACIÓN 

El recurso de revisión es oportuno y fue 
interpuesto por parte legitimada. 

9  

IV. 

PLANTEAMIENTOS 
DE PARTE Y 
ÓRGANO 
RECURRIDO. 

Se abordan los conceptos de violación 
planteados, las consideraciones de la 
sentencia impugnada, los agravios 
presentados en el recurso de revisión y la 
resolución del tribunal colegiado remitente; 
para analizar alcances de la intervención 
del Pleno y su competencia. 

9-13 

V. PROCEDENCIA 

El recurso de revisión es procedente 
únicamente en torno a la 
inconstitucionalidad del artículo 312, 
segundo párrafo, de la Ley del Seguro 
Social. 

13-16 

VI. 
ESTUDIO DE 
FONDO 

1. Análisis sobre violación a los principios 
de lesividad, ultima ratio o mínima 
intervención y proporcionalidad. 

2. Análisis sobre violación al principio de 
legalidad, en la vertiente de 
taxatividad. 

La norma cuestionada se considera 
constitucional, ya que cumple con los 
principios constitucionales que limitan la 
libertad configurativa del legislador. 

16-37 

VII. 
RESERVA DE 
JURISDICCIÓN 

Se reserva jurisdicción al Tribunal Colegiado 
del conocimiento, para conocer de los 
restantes temas de legalidad relacionados 
con el acto reclamado. 

37-38 

VIII. DECISIÓN 

PRIMERO. En la materia de la revisión, 
competencia de este Pleno de la Suprema 38 
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Corte de Justicia de la Nación, se confirma 
la sentencia recurrida. 

SEGUNDO. La justicia de la Unión no 
ampara y protege a ********** ********** 
********** **********. 

TERCERO. Se reserva jurisdicción al 
Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo 
Circuito, en los términos precisados en la 
parte final de la presente ejecutoria, para los 
temas de legalidad. 
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Ciudad de México. El Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la 

Nación en sesión correspondiente al ** de dos mil veintiséis, emite la 

siguiente: 

S E N T E N C I A 

Mediante la cual se resuelve el Amparo en revisión 974/2023, 

interpuesto por ********** ********** ********** **********, por conducto de 

su defensor público federal, en contra de la resolución de quince de 

diciembre de dos mil veintidós, dictada por el entonces Tribunal 

Unitario del Trigésimo Circuito (actual Tribunal Colegiado de 

Apelación del Trigésimo Circuito en el expediente de varios */****), en 

el juicio de amparo indirecto **/**** de su índice. 

El problema jurídico a resolver, por este Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, consiste en determinar: si el párrafo segundo 

del artículo 312 de la Ley del Seguro Social es constitucional a la luz 

de los principios de lesividad y ultima ratio o mínima intervención; así 

como del principio de taxatividad en su vertiente de legalidad, 

seguridad jurídica, previsto en el artículo 14, tercer párrafo de la 

Constitución federal.  
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I. ANTECEDENTES 

1. Conflicto penal de origen. 

1.1 Causa penal **/****.  El veintiséis de abril de dos mil veintidós, 

en el Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de 

Zacatecas, se registró la causa penal **/**** y se fijó fecha y hora 

para audiencia inicial. 

1.1.1 Hechos de la imputación: 

“********** ********** ********** **********, en su carácter de 

depositario, el cual aceptó el cargo y fiel desempeño, al 
ser nombrado por el ejecutor fiscal del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, al momento de trabar el 
embargo de bienes señalados por dicho imputado, al no 
haber acreditado el pago de los créditos por 
concepto de cuota obrero-patronal, así como sus 
multas, no obstante, su obligación como patrón ante 
dicho instituto; lo anterior a través de las actas de 
embargos siguientes: 

La primera de 22 de abril de 2019, en la cual se trabó el 
embargo respecto de una bufetera de baño maría, de 
acero inoxidable, marca Tama, de uso de cocina 
integral, por concepto del crédito obrero-patronal 
**********, ascendiendo por la cantidad de $**,***.**, y su 
multa por el crédito ********** de un valor de $*,***.**;; 
bienes que posteriormente le fueron requeridos 
mediante acuerdo de remoción de depositario de 30 
de mayo de 2019. 

Asimismo, existe una segunda acta de embargo, de 07 
de junio de 2019, en la que se señaló una estufa 
multifuncional, marca Tama, para comedor industrial, 
con 04 quemadores, plancha, asador y freidora, sin 
número de serie, en acero inoxidable, en aparente buen 
estado, por el crédito de cuota obrero-patronal **********, 
por un valor de $**,***.**, y su multa con el crédito 
**********, por la cantidad de  $*,***.**; bienes que le 
fueron requeridos mediante acta de remoción de 12 

de octubre de 2020 (sic)1, respectivamente, por el 

ejecutor fiscal designado. 

También, existe una tercera acta de embargo de 16 de 
octubre de 2019, respecto a un congelador marca Polar, 
color blanco, sin número de serie visible, de dos metros 
de ancho por un metro de alto, por el crédito **********, 
por la cantidad de “**,***.**, así como su multa por el 
crédito **********, por la cantidad de $*,***.**, bienes que 

 

1  Se infiere que hay un error en la fecha, pues las fechas subsecuentes son aún de 
dos mil diecinueve  
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fueron requeridos mediante acta de remoción de 15 
de noviembre de 2019, por el ejecutor designado.  

Finalmente, existe una cuarta acta de 23 de octubre de 
2019, respecto de un congelador, marca Polar, color 
blanco, sin número de serie visible, por el crédito 
**********, por el valor de $**,***.** y multa por el número 
de crédito de **********, por el valor de $*,***.**, y multa 
por incumplimiento de pago por concepto de RCB, por el 
valor de $*,***.**. Bienes que le fueron requeridos 
mediante acta de 15 de noviembre de 2019, por el 
ejecutor fiscal designado. 

Sin hacer entrega de los bienes descritos, por parte de 
quien legalmente se había constreñido como 
depositario, ocasionando con ello un detrimento al 
servicio público que presta el Instituto Mexicano del 
Seguro Social, cuya cantidad líquida respecto a la 
descripción de los citados conceptos, asciende a la 
cantidad de $***,***.**, más actualizaciones, afectando 
con ello el control y disposición de bienes, y con base a 

ellos se hagan efectivas las contribuciones omitidas”2. 

1.1.2 Vinculación a proceso. El diecisiete de mayo de dos mil 

veintidós3, la justicia de control federal dictó auto de 

vinculación a proceso en contra del señor ********** 

********** ********** ********** [en adelante quejoso o 

recurrente], por los hechos de la imputación que 

consideró que tenían la apariencia del delito de 

depositaría infiel, previsto y sancionado en el artículo 312, 

párrafo segundo de la Ley del Seguro Social4, a título de 

autor material, continuado y de naturaleza dolosa, de 

 

2  Los hechos narrados se desprenden de la audiencia inicial de diecisiete de mayo 
de dos mil veintidós en la que se vinculó a proceso a *********** ************ 

************ **********. [Foja 45 del recurso de apelación */**** del índice del Tribunal 

Unitario del Vigésimo Tercer Circuito]. 

3  Fojas 45 y 46, del recurso de apelación **/**** del índice del Tribunal Unitario del 
Vigésimo Tercer Circuito. 

4  “Artículo 312. Se impondrá sanción de uno a seis años de prisión, al depositario o 
interventor designado por el Instituto que disponga para sí o para otro, del bien 
depositado, de sus productos o de las garantías que de cualquier crédito fiscal se 
hubieren constituido, si el valor de lo dispuesto no excede de novecientos salarios 
mínimos diarios vigentes en el Distrito Federal; cuando exceda, la sanción será de 
cuatro a nueve años de prisión.  

Igual sanción, de acuerdo al valor de dichos bienes, se aplicará al depositario 
que los oculte o no los ponga a disposición del Instituto” [énfasis añadido]. 
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acuerdo con los artículos 7, fracción III, 8, 9 párrafo 

primero, y 13, fracción II, todos del Código Penal Federal5. 

 El juez de control sostuvo que, conforme a los datos de 

prueba reseñados por el ministerio público, el quejoso 

recurrente tenía la guarda y custodia de cuatro bienes 

sujetos a su depositaría, consistentes en: 

 Bufetera de baño maría, de acero inoxidable, 
marca Tama, de uso de cocina integral. 

 Estufa multifuncional, marca Tama, para 
comedor, con cuatro quemadores, plancha, asador 
y freidora, sin número de serie, en acero inoxidable. 

 Congelador marca Polar, color blanco, sin número 
de serie visible, de dos metros de ancho por un 
metro de alto. 

 Congelador, marca Polar, color blanco, sin número 
de serie visible. 

Y que, mediante acuerdos de actas de remoción de 

depositario de 1) treinta de mayo de dos mil diecinueve, 

2) doce de octubre de dos mil veinte (sic)6, 3) quince de 

noviembre dos mil diecinueve y 4) veintitrés de octubre 

dos mil diecinueve, se le requirieron los bienes 

negándose a entregarlos7. 

 

5  “Artículo 7. Delito es el acto u omisión que sancionan las leyes penales (…). III. 
Continuado, cuando con unidad de propósito delictivo, pluralidad de conductas y 
unidad de sujeto pasivo, se viola el mismo precepto legal”. 

“Artículo 8. Las acciones u omisiones delictivas solamente pueden realizarse 
dolosa o culposamente”. 

“Artículo 9. Obra dolosamente el que, conociendo los elementos del tipo penal, o 
previendo como posible el resultado típico, quiere o acepta la realización del hecho 
descrito por la ley…”. 

“Artículo 13. Son autores o partícipes del delito: (…). II.- Los que los realicen por 
sí…”. 

6  Se infiere que hay un error en la fecha, pues las fechas subsecuentes son aún de 
dos mil diecinueve  

7  Sin precisarse forma de notificación de requerimiento, ni plazo o lugar o 
modalidad de entrega. 
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Ocasionando un detrimento al Instituto Mexicano del 

Seguro Social por la cantidad de ****** ******* *** ******** 

******** * **** pesos **/100 moneda nacional ($***,***.**) 

más actualizaciones. 

El juez de control explicó que esta circunstancia tenía 

sustento en los datos de prueba relacionados con la 

existencia de un procedimiento administrativo de 

ejecución, instaurado contra el quejoso recurrente por no 

haber cubierto los créditos fiscales **********, **********,  

********** y **********, con sus respectivas multas, 

decretados por el Instituto Mexicano del Seguro Social; 

en virtud de que el quejoso recurrente había sido omiso 

en realizar las aportaciones de las cuotas obrero-

patronales de sus trabajadores. 

Entonces, al rehusarse ********** ********** ********** 

********** a entregar los referidos bienes, se configuró 

el delito de depositaría infiel, previsto en el artículo 312, 

párrafo segundo, de la Ley del Seguro Social. 

1.2 Apelación **/****-*. Inconforme con lo anterior, el quejoso 

interpuso recurso de apelación que se radicó por el Tribunal 

Unitario del Vigésimo Tercer Circuito; quien, el treinta y uno de 

agosto de dos de dos mil veintidós8, confirmó la resolución de 

vinculación a proceso contra el señor ********** ********** 

********** **********. 

2. Juicio de amparo indirecto. 

2.1 Demanda. El trece de septiembre de dos mil veintidós, el 

defensor público de la persona investigada promovió amparo 

 

8  Fojas 130 a 137, del recurso de apelación **/**** del índice del Tribunal Unitario del 
Vigésimo Tercer Circuito. 
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indirecto9 contra la sentencia de apelación citada; mismo que fue 

radicado en el Tribunal Unitario del Trigésimo Circuito (ahora 

Tribunal Colegiado de Apelación del Trigésimo Circuito 

expediente varios */****)10, en el expediente **/****. 

2.2 Sentencia. El quince de diciembre de dos mil veintidós, se dictó 

sentencia en la que se determinó, por una parte, sobreseer en el 

juicio de amparo y por otra, negar la protección 

constitucional11. 

3. Revisión **/****. 

3.1 Recurso. En desacuerdo con la sentencia de amparo antes 

reseñada, el treinta de diciembre de dos mil veintidós, el 

quejoso, por medio de su defensor púbico federal, interpuso 

recurso de revisión12; del cual conoció el Segundo Tribunal 

Colegiado del Trigésimo Circuito; quien lo admitió y registró con 

el expediente **/**** de su índice13. 

3.2 Sobreseimiento parcial y remisión a esta Corte. El diez de 

noviembre de dos mil veintitrés, el tribunal colegiado citado 

confirmó el sobreseimiento decretado por el A quo y declaró 

carecer de competencia para el estudio de la constitucionalidad 

 

9  Fojas 1 a 5 del expediente varios */**** del índice del Tribunal Colegiado de 
Apelación del Trigésimo Circuito.  

10  En el acuerdo de 21 de diciembre de 2022, el Magistrado presidente del Tribunal 
Colegiado de Apelación del Trigésimo Circuito, señaló que con fundamento en lo 
dispuesto en las fracciones I y II del artículo tercero transitorio del Acuerdo General 
85/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, 
denominación e inicio de funciones del Tribunal Colegiado de Apelación del 
Trigésimo Circuito, con residencia en Aguascalientes, Aguascalientes, así como su 
competencia, jurisdicción territorial y domicilio, con sede en la referida ciudad, tuvo 
por recibido el juicio de amparo **/**** proveniente del entonces Tribunal Unitario 
del Trigésimo Circuito y a fin de continuar con su trámite, se registró con el número 
de expediente varios **/****. [Foja 148 del expediente varios **/**** del índice del 
Tribunal Colegiado de Apelación del Trigésimo Circuito]. 

11  Fojas 114 a 133, del recurso de apelación **/**** del índice del Tribunal Unitario del 
Vigésimo Tercer Circuito. 

12  Fojas 3 a 5 del expediente **/**** del índice del Segundo Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito. 

13 Fojas 6 a 8 del expediente **/**** del índice del Segundo Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito. 
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de la norma impugnada; remitiendo las constancias a esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación para decidir lo 

procedente sobre su competencia originaria para ocuparse del 

estudio de ese tema14. 

4. Trámite ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

4.1 Radicación. El dos de enero de dos mil veinticuatro, la 

Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

asumió su competencia originaria para conocer del presente 

asunto, ordenó su registro con el número de expediente 

974/2023 y lo turnó para su estudio a la Ministra Loretta Ortiz 

Ahlf.15 

4.2 Avocamiento. El ocho de febrero de dos mil veinticuatro, el 

entonces Ministro Presidente de la otrora Primera Sala 

determinó el avocamiento del asunto y ordenó el envío de los 

autos a la Ponencia de la Ministra Loretta Ortiz Ahlf para la 

elaboración del proyecto de resolución respectivo16. 

4.3 Opinión Ministerial. El cinco de marzo de dos mil veinticuatro, 

la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación tuvo por formulada la opinión realizada por el Agente del 

Ministerio Público adscrito a este Alto Tribunal17. 

4.4 Devolución de autos. El tres de septiembre de dos mil 

veinticinco, el Secretario General de Acuerdos de esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en términos de lo previsto en el 

artículo transitorio Sexto del Acuerdo General Plenario 1/2025 

(12a.), devolvió los autos de este expediente a la ponencia de la 

 

14  Fojas 28 a 41, del expediente **/**** del índice del Segundo Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Circuito. 

15  Fojas 25 a 33 de este expediente AR 974/2023.  

16  Foja 87, de este expediente AR 974/2023. 

17  Foja 109, de este expediente AR 974/2023. 
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Ministra Loretta Ortiz Ahlf e informó que continuaba turnado a 

esa ponencia18. 

II. COMPETENCIA 

5. El Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es 

competente para conocer de este amparo en revisión, en términos de 

lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos19; 83 de la Ley 

de Amparo20; 16, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación21; así como, el punto Segundo, fracción VIII, inciso a) 

del Acuerdo General Número 2/2025 (12a), del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los 

asuntos que el Pleno, de tres de septiembre de dos mil veinticinco; en 

el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan 

a otros órganos jurisdiccionales federales22. 

 

18  Foja 114, de este expediente AR 974/2023. 

19  “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, 
con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos 
que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: (…).  VIII. 
Contra las sentencias que pronuncien en amparo las Juezas y los Jueces de Distrito 
o los Tribunales Colegiados de Apelación procede revisión. De ella conocerá la 
Suprema Corte de Justicia: a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de 
amparo normas generales por estimarlas directamente violatorias de esta 
Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad…”. 

20  “Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para 
conocer del recurso de revisión contra las sentencias dictadas en la audiencia 
constitucional, cuando habiéndose impugnado normas generales por estimarlas 
inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa 
de un precepto de la Constitución y subsista en el recurso el problema de 
constitucionalidad…”. 

21  “Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: […]. III. Del 
recurso de revisión contra sentencias pronunciadas en la audiencia constitucional 
por los Juzgados de Distrito o los Tribunales Colegiados de Apelación, cuando 
habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por estimarlas 
directamente violatorias de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; subsista en el recurso el problema de constitucionalidad…”. 

22  “SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará 
para su resolución: (…). VIII. Los amparos en revisión: a) Tramitados en la vía 
indirecta, en los que, subsistiendo la materia de constitucionalidad de leyes 
federales, tratados internacionales, o la interpretación directa de algún precepto 
constitucional o convencional, no exista precedente, conforme al artículo 107, 
fracción VIII, de la CPEUM…”. 
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III. OPORTUNIDAD Y LEGITIMACIÓN 

6. No es necesario mayor pronunciamiento en torno a la oportunidad del 

recurso de revisión, ni de la legitimación y representación de las partes 

pertinentes. Esto, en virtud de que el Segundo Tribunal Colegiado del 

Trigésimo Circuito ya se pronunció en sentido positivo. Sin que se 

aprecien razones para variar su determinación al respecto23. 

IV. PLANTEAMIENTOS DE PARTE Y ÓRGANO RECURRIDO 

7. Para la identificación de la problemática jurídica del presente asunto y 

revisión de la procedencia del recurso interpuesto, es necesario 

atender a los conceptos de violación, a las consideraciones de la 

sentencia recurrida y a los agravios aludidos en los antecedentes. 

8. Conceptos de violación. El quejoso por conducto de su defensor 

público federal hizo valer, en lo que interesa, lo siguiente: 

a) El párrafo segundo del artículo 312 de la Ley del Seguro Social es 

inconstitucional, pues el término “poner a disposición” es un concepto 

jurídico, inaccesible para las personas porque no es un término común. En 

dicho precepto, no se menciona el plazo dentro del cual debiera hacerse 

la puesta a disposición. 

b) Tampoco se prevé el uso previo de los medios de apremio al tratarse de 

un procedimiento administrativo; por lo que se violenta el derecho a la 

proporcionalidad de los actos de autoridad. En el caso, el Código Fiscal de 

la Federación, artículo 4024, de aplicación supletoria de la Ley del Seguro 

 

23  Foja 30, dentro de la resolución emitida el diez de noviembre de dos mil veintitrés 
en el amparo en revisión penal **/**** del índice del Segundo Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Circuito. 

24  “Artículo 40. Las autoridades fiscales podrán emplear las medidas de apremio 
que se indican a continuación, cuando los contribuyentes, los responsables 
solidarios o terceros relacionados con ellos, impidan de cualquier forma o por 
cualquier medio el inicio o desarrollo de sus facultades, observando 
estrictamente el siguiente orden: 

I. Solicitar el auxilio de la fuerza pública. 

Para los efectos de esta fracción, los cuerpos de seguridad o policiales 
deberán prestar en forma expedita el apoyo que solicite la autoridad fiscal. 

El apoyo a que se refiere el párrafo anterior consistirá en efectuar las acciones 
necesarias para que las autoridades fiscales ingresen al domicilio fiscal, 
establecimientos, sucursales, oficinas, locales, puestos fijos o semifijos, 



AMPARO EN REVISIÓN 974/2023 

 

10 

Social25, establece una serie de medios de apremio y señala como última 

instancia, la consumación de algún delito.  

c) El tribunal de amparo debe determinar si la sentencia de apelación que 

confirmó la vinculación a proceso y en la que se aplicó al quejoso el artículo 

impugnado, es o no violatoria de los principios de legalidad, seguridad 

jurídica, proporcionalidad, protección al inocente, debido ejercicio del 

poder público, que deriva del pueblo soberano y acceso a la justicia así 

como los derechos humanos de libertad personal y dignidad personal, 

contenidos en los artículos 1, 14, 16, 17, 19, 20, apartados A y B, 22, 39, 40 

y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 5, 7, 

8, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  

 

lugares en donde se almacenen mercancías y en general cualquier local o 
establecimiento que utilicen para el desempeño de sus actividades los 
contribuyentes, así como para brindar la seguridad necesaria al personal 
actuante, y se solicitará en términos de los ordenamientos que regulan la 
seguridad pública de la Federación, de las entidades federativas o de los 
municipios o, en su caso, de conformidad con los acuerdos de colaboración 
administrativa que tengan celebrados con la Federación. 

II. Imponer la multa que corresponda en los términos de este Código.  

III. Practicar el aseguramiento precautorio de los bienes o de la negociación de 
los contribuyentes, responsables solidarios o terceros con ellos relacionados, 
respecto de los actos, solicitudes de información o requerimientos de 
documentación dirigidos a éstos, conforme a lo establecido en el artículo 40-
A de este Código, conforme a las reglas de carácter general que al efecto 
establezca el Servicio de Administración Tributaria.  

IV. Solicitar a la autoridad competente se proceda por desobediencia o 
resistencia, por parte del contribuyente, responsable solidario o tercero 
relacionado con ellos, a un mandato legítimo de autoridad competente.  

Las autoridades fiscales no aplicarán la medida de apremio prevista en la 
fracción I, cuando los contribuyentes, responsables solidarios o terceros 
relacionados con ellos, no atiendan las solicitudes de información o los 
requerimientos de documentación que les realicen las autoridades fiscales, o 
al atenderlos no proporcionen lo solicitado; cuando se nieguen a proporcionar 
la contabilidad con la cual acrediten el cumplimiento de las disposiciones 
fiscales a que estén obligados, o cuando destruyan o alteren la misma.  

No se aplicarán medidas de apremio cuando los contribuyentes, 
responsables solidarios o terceros relacionados con ellos, manifiesten por 
escrito a la autoridad, que se encuentran impedidos de atender completa 
o parcialmente la solicitud realizada por causa de fuerza mayor o caso fortuito, 
y lo acrediten exhibiendo las pruebas correspondientes”. 

25  “Artículo 291. El procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de los 
créditos a que se refiere el artículo 287 de esta Ley, que no hubiesen sido cubiertos 
oportunamente al Instituto, se aplicará por éste, con sujeción a las normas del 
Código y demás disposiciones aplicables, a través de sus unidades administrativas 
facultadas al efecto…”.  

“Artículo 5 A. Para los efectos de esta Ley, se entiende por (…) II. Código: el 
Código Fiscal de la Federación…” 
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d) La autoridad responsable no tomó en consideración el principio general de 

derecho que reza: “la causa de la causa es causa del mal causado”. En este 

caso la causa de la negativa a entregar los bienes embargados y 

depositados deviene del ejercicio del derecho a que ese tipo de bienes 

no son embargables por ningún motivo.  Un derecho absoluto (sic) que 

tiene que ver con el derecho constitucional a la proporcionalidad y 

racionalidad de los actos de autoridad y al mínimo indispensable para la 

subsistencia de una persona o de una empresa lícita.  

Al respecto, el quejoso estima que se origina la causa excluyente de 

tipicidad, prevista en los artículos 15, fracción II, del Código Penal Federal26, 

y 405, fracción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales27; ya que 

solo se le requirió al quejoso la entrega de los bienes embargados. Mientras 

que el tipo penal requiere que los bienes no se pongan a disposición: nunca 

que no se entreguen, que es diferente. Asimismo, de la solicitud de la entrega 

de los bienes embargados se desprende que el tipo penal exige “la puesta a 

disposición” y no la entrega de bienes, lo que dicha expresión es amplia y no 

necesariamente implica la entrega de los bienes, de tal suerte que no se le 

requirió poner a disposición sino sólo la entrega.  

9. Sentencia recurrida. El Tribunal Unitario del Trigésimo Circuito, en el 

amparo indirecto **/**** de su índice28, en la sentencia recurrida por el 

quejoso, consideró lo siguiente: 

a) Se sobresee en el juicio de amparo contra el Congreso de Unión, en su 

composición bicameral, Cámara de Diputados y Cámara de Senadores, 

respecto del acto consistente en la promulgación del párrafo segundo del 

 

26  “Artículo 15. El delito se excluye cuando: (…) II. Se demuestre la inexistencia de 
alguno de los elementos que integran la descripción típica del delito de que se 
trate…”. 

27  “Artículo 405 (…). En su sentencia absolutoria el Tribunal de enjuiciamiento 
determinará la causa de exclusión del delito, para lo cual podrá tomar como 
referencia, en su caso, las causas de atipicidad, de justificación o inculpabilidad, 
bajo los rubros siguientes:  I. Son causas de atipicidad: la ausencia de voluntad o 
de conducta, la falta de alguno de los elementos del tipo penal, el consentimiento 
de la víctima que recaiga sobre algún bien jurídico disponible, el error de tipo 
vencible que recaiga sobre algún elemento del tipo penal que no admita, de acuerdo 
con el catálogo de delitos susceptibles de configurarse de forma culposa previsto 
en la legislación penal aplicable, así como el error de tipo invencible…”. 

28  Ahora Tribunal Colegiado de Apelación del Trigésimo Circuito expediente varios 
*/****) [foja 148 del expediente varios */****del índice del Tribunal Colegiado de 
Apelación del Trigésimo Circuito].  
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artículo 312 de la Ley del Seguro Social, pues dicho acto no corresponde a 

la competencia de las referidas autoridades. 

b) La norma impugnada no incide en modo alguno en el ámbito de protección 

–prima facie- de los derechos aludidos por el quejoso, en su calidad de 

depositario; porque su obligación de poner a disposición del Instituto 

Mexicano del Seguro Social los bienes correspondientes, tras la solicitud 

legal y la sanción prevista en caso de no acatar dicha obligación, de ningún 

modo inciden en su dignidad humana, dado que ello no le supone 

humillación, degradación, envilecimiento o cosificación. 

c) La porción normativa impugnada no incide en los derechos de legalidad 

y seguridad jurídica del quejoso en calidad de depositario, dado que la 

redacción de la norma cuestionada no deja lugar a dudas, ni a las 

autoridades, ni a los gobernados a quienes va dirigida, en torno a la 

conducta que establece como delito, ni acerca de las posibles sanciones que 

se hará acreedor dicho depositario cuando actualice esa hipótesis punitiva. 

10. Agravios. El quejoso, por conducto de su defensor público federal, 

expuso como agravios, en lo que interesa, lo siguiente: 

a) Inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 312 de la Ley 

del Seguro Social, por ser violatorio de los derechos humanos de 

dignidad personal, legalidad y seguridad jurídica; porque no 

resulta claro –como verbo rector- el término “poner a disposición” 

o “ponga a disposición”; asimismo, se viola el principio de 

ultima ratio del derecho penal, haciendo la previsión de la 

conducta y la sanción desproporcionales. 

b) Los cuatro bienes que le fueron requeridos consistentes en 

bufetera de baño maría, estufa multifuncional, ambas marca 

Tama y dos congeladores marca Polar, de los que tenía la guarda 

y custodia, estima que no son embargables.  

11. Resolución del Tribunal Colegiado. El Segundo Tribunal Colegiado 

del Trigésimo Circuito resolvió lo siguiente: 

a) Confirmación de sobreseimiento. El tribunal colegiado 

consideró que el sobreseimiento decretado en la sentencia 
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recurrida no suponía una violación que tuviera que repararse en 

suplencia de la deficiencia de los agravios; pues la promulgación 

de la norma reclamada no era una cuestión que se encontrara 

dentro de las facultades del Congreso de la Unión, sino que 

competía a la Presidencia de la República. Al ser correcta la 

determinación de inexistencia del acto reclamado respecto de 

dicha autoridad y el consecuente sobreseimiento en el juicio por 

lo que a tal acto se refiere, en términos de lo dispuesto por el 

artículo 63, fracción IV, de la Ley de Amparo29;, se estimó 

procedente confirmar esa determinación. 

b) Reserva de jurisdicción. El colegiado solicitó a esta Suprema 

Corte de Justicia de la Nación que reasumiera su competencia 

originaria para conocer del amparo en revisión **/****, respecto 

del problema de constitucionalidad del segundo párrafo del 

artículo 312 de la Ley del Seguro Social.  

V. PROCEDENCIA 

V.1 SOBRESEIMIENTO PARCIAL. 

12. En torno al sobreseimiento parcial decretado en la sentencia de 

amparo recurrida, al no haber agravio de por medio y al haber sido ya 

objeto de confirmación por el tribunal colegiado remitente, se deja 

intocada la determinación de éste, sin que sea materia de estudio en 

esta instancia. 

V.2 ALEGACIÓN DE VIOLACIÓN A DIGNIDAD HUMANA. 

13. En la demanda de amparo, el quejoso recurrente reclamó que la 

conducta omisiva que se le atribuyó y por la que se le vinculó a proceso 

estaba justificada, al tratarse –los bienes objeto del delito por el que 

 

29  Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando: […] IV. De 
las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto 
reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia constitucional…”. 
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se le vinculó a proceso- de bienes inembargables y por ello se 

actualizaba una causal excluyente de tipicidad. 

14. En sus argumentos y en sus agravios, el quejoso arguyó que la 

determinación del juez de control había sido incorrecta puesto que no 

se había tomado en cuenta su situación económica y la necesidad de 

un mínimo vital; lo suponía un atentado contra su dignidad humana, 

una humillación, degradación, envilecimiento y cosificación. 

15. Por su parte, el tribunal de amparo señaló que contrario a lo que refiere 

el quejoso no incide en su dignidad humana el artículo 312, párrafo 

segundo, de la Ley del Seguro Social porque tal precepto no conduce 

a estimar que se le trate como objeto, que se le humille, se le degrade, 

envilezca o cosifique sino que éste solo refiere a que como depositario 

tiene a su cargo determinados derechos y obligaciones, entre ellos 

poner a disposición del Instituto Mexicano del Seguro Social el bien o 

bienes que conforme a derecho le fueren requeridos. 

16. Sin embargo, más allá de la construcción del reclamo en alusión a 

preceptos constitucionales y convencionales sobre la dignidad 

personal como premisas para justificar la inembargabilidad de los 

bienes materia del decomiso y posterior depósito, esta Corte 

considera que se trata de una cuestión que no será objeto de 

pronunciamiento en esta instancia; debido a que el reclamo se dirige 

al actuar de la autoridad responsable y no está encaminado a 

cuestionar la constitucionalidad del artículo impugnado por sí (312, 

párrafo segundo, de la Ley del Seguro Social), en una línea 

argumentativa tendente a controvertir las razones y las 

consideraciones expresadas por el tribunal que negó amparo. 

17. Cabe señalar que en el considerando Noveno de la resolución del 

tribunal colegiado que previno, éste dejó establecida en su solicitud de 

reasunción de competencia originaria para conocer del problema de 

constitucionalidad del segundo párrafo del artículo 312 de la Ley del 

Seguro Social. 
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18. Así, al tratarse de una cuestión de mera legalidad que no corresponde 

analizar en esta instancia constitucional, en su momento se reservará 

la jurisdicción para que sea atendida por el tribunal colegiado 

remitente. 

V.3 INCONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 312, PÁRRAFO 

SEGUNDO, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. 

19. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el recurso 

de revisión es procedente, porque se interpone en contra de una 

sentencia emitida por el Tribunal Unitario del Trigésimo Circuito (actual 

Tribunal Colegiado de Apelación del Trigésimo Circuito en el 

expediente de varios */****), en el juicio de amparo indirecto **/**** de 

su índice, en el que subsiste el problema de constitucionalidad; 

pues, desde la demanda de amparo, el recurrente reclamó la 

inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 312 de la 

Ley del Seguro Social.  

20. No pasa desapercibido para este Pleno que, en la causa penal **/****, 

el Juez de control del Centro de Justicia Penal Federal en el Estado 

de Zacatecas dictó en audiencia inicial de diecisiete de mayo de dos 

mil veintidós, auto de vinculación a proceso en contra del quejoso 

recurrente, por estimar acreditado el hecho que la ley señala como 

delito de depositaría infiel, previsto y sancionado en el artículo 312, 

segundo párrafo, de la Ley del Seguro Social. Lo que constituyó el 

acto de aplicación de la norma impugnada en su esfera jurídica. 

21. En consecuencia, se surten los extremos de los artículos 107, fracción 

VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 83 de la Ley de Amparo; 16, fracción II, de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial de la Federación; así como, el punto Segundo, 

fracción VIII, inciso a) del Acuerdo General Número 2/2025 (12a), del 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativos a la 

determinación de los asuntos que el Pleno, de tres de septiembre de 

dos mil veinticinco; en el que se precisan los asuntos de su 



AMPARO EN REVISIÓN 974/2023 

 

16 

competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales 

federales. 

VI. ESTUDIO DE FONDO 

22. Acorde a los antecedentes narrados y el tema de procedencia 

establecido, el problema planteado a esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación puede formularse de la siguiente manera:  

¿El segundo párrafo del artículo 312 de la Ley del 

Seguro Social es violatorio de los principios de 

lesividad y ultima ratio o mínima intervención, así como 

del principio de taxatividad en su vertiente de 

legalidad, seguridad jurídica, previsto en el artículo 

14, tercer párrafo de la Constitución federal? 

23. Para resolver esta problemática se abordarán los siguientes temas: 1) 

análisis de la norma impugnada bajo los principios de lesividad y ultima 

ratio o mínima intervención; 2) revisión de la norma impugnada 

respecto a su conformidad con el principio de legalidad, en su vertiente 

de taxatividad. 

VI.1 ANÁLISIS SOBRE SI EL ARTÍCULO 312, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY 

DEL SEGURO SOCIAL, VULNERA LOS PRINCIPIOS DE LESIVIDAD, ULTIMA 

RATIO O MÍNIMA INTERVENCIÓN Y PROPORCIONALIDAD. 

VI.1.1 DOCTRINA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

SOBRE LOS PRINCIPIOS ALUDIDOS. 

24. Sobre el principio de lesividad, esta Corte –en Sala y Pleno30- ha 

desarrollado una basta doctrina jurisprudencial, determinando que el 

 

30  Amparo directo en revisión 4104/2013, del que derivó la tesis 1a. XXIX/2015, de 
rubro “TRANSPORTE DE NARCÓTICOS. EL ARTÍCULO 194, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO 

PENAL FEDERAL QUE PREVÉ ESE DELITO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD DE LA 

NORMA PENAL, EN CUANTO A LA LESIVIDAD U OFENSA QUE LA CONDUCTA GENERA AL BIEN 

JURÍDICO TUTELADO” [registro digital 2008323]; Amparo directo en revisión 
7236/2023, del que derivó la tesis 1a./J. 38/2025 (11a.), de rubro “DELITO DE 

INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES DE ASISTENCIA FAMILIAR. LA CONDUCTA TÍPICA 

CONTEMPLADA EN EL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE YUCATÁN, NO TRANSGREDE LOS 

PRINCIPIOS DE MÍNIMA INTERVENCIÓN Y DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS” 
[Registro digital 2030337, extinta Primera Sala, Undécima Época, materia Penal, 
Constitucional, Semanario Judicial de la Federación]; Acción de inconstitucionalidad 

https://bj.scjn.gob.mx/documento/tesis/2008323
https://bj.scjn.gob.mx/documento/sentencias/227064
https://bj.scjn.gob.mx/documento/sentencias/227064
https://bj.scjn.gob.mx/documento/tesis/2030337
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/272895
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legislador goza de plena autonomía para establecer las conductas que 

justifiquen la aplicación del derecho penal en atención al bien jurídico 

que se pretende salvaguardar, pero deberá expresar objetivos claros 

o finalidades que en un plano de política criminológica busca 

resguardar y al daño o la potencial afectación que esa conducta 

produce a la sociedad. 

25. Para ello, las normas penales se fundamentan en la afectación o el 

riesgo que enfrentan ciertos valores jurídicos fundamentales. Esto 

permite clasificar los ilícitos en dos categorías: a) delitos de lesión o 

daño, y b) delitos de peligro. 

26. Así, se ha sostenido consistentemente que, para considerar 

penalmente una conducta que representa un peligro para un bien 

jurídico, es esencial evaluar su lesividad y la gravedad extrema de la 

prohibición. 

27. La doctrina de esta Corte sobre el principio de lesividad se ha 

vinculado con el principio de ultima ratio o mínima intervención del 

Estado; la cual sólo se aplica a las conductas que afectan gravemente 

los bienes jurídicos, justificando así su inclusión en el ámbito penal. 

28. Se ha argumentado que el principio de mínima intervención establece 

que el derecho penal debe ser utilizado únicamente en casos de 

ataques graves a los bienes jurídicos más importantes, dejando a otras 

ramas del derecho la regulación de perturbaciones menos severas. 

29. Siendo que, dentro del marco jurídico, el Derecho Penal debe 

enfocarse únicamente en las acciones más graves que atenten contra 

los bienes jurídicos más relevantes, reflejando su carácter 

fragmentario. 

 

188/2020, acción de inconstitucionalidad 51/2018, Acción de inconstitucionalidad 
11/2013, acción de inconstitucionalidad 149/2017, acción de inconstitucionalidad 
111/2016, amparo en revisión 204/2016, amparo en revisión 1380/2015, amparo en 
revisión 400/2016, amparo en revisión 1141/2016; amparo directo en revisión 
6056/2017 

https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/272895
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/237710
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/150801
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/150801
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/227978
file:///D:/Usuarios/mgarciab/AppData/Local/Microsoft/Windows/INetCache/Content.Outlook/Z0FSQZ5E/acción%20de%20inconstitucionalidad%20111/2016
file:///D:/Usuarios/mgarciab/AppData/Local/Microsoft/Windows/INetCache/Content.Outlook/Z0FSQZ5E/acción%20de%20inconstitucionalidad%20111/2016
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/194875
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/190625
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/197349
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/197349
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/207378
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/224324
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/224324
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30. Reiteradamente esta Corte ha reconocido que, aunque el principio de 

mínima intervención no está explícitamente aludido en la Constitución, 

lo cierto es que se encuentra implícito en varios de sus artículos. Así, 

dado que el derecho penal es el medio más restrictivo y severo, su 

aplicación es legítima solo cuando se cumple con el principio de 

mínima intervención. El poder punitivo del Estado debe ejercerse 

estrictamente para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los 

ataques más graves. La aplicación de medidas penales debe ser 

absolutamente necesaria y considerada como excepcional. 

31. En relación con este enfoque, el principio de ultima ratio pregona que 

el derecho penal debe ser el último recurso del Estado para proteger 

bienes jurídicos frente a ataques graves. Por lo tanto, su intervención 

debe ser mínima. De tal suerte que las sanciones penales deben 

restringirse a lo imprescindible, enfocándose únicamente en las 

modalidades de ataque más peligrosas. 

32. De ahí que el derecho penal no deba utilizarse para proteger intereses 

que no son esenciales para el funcionamiento del Estado de derecho, 

ni deba recurrirse a él si hay alternativas jurídicas no penales que 

puedan ofrecer suficiente tutela. 

33. Consideraciones que parten del reconocimiento de que la pena es un 

mal irreversible y debe ser utilizada solo cuando no existan otras 

opciones de protección. El derecho penal debe ser el último recurso 

tras el fracaso de medios menos lesivos. 

34. La Corte ha establecido que el principio de mínima intervención se 

descompone en dos subprincipios: la fragmentariedad, que limita la 

aplicación del derecho penal a los ataques más graves; y la 

subsidiariedad, que exige agotar primero otros controles menos 

gravosos. Siendo que la decisión de criminalizar una conducta debe 

ser la última opción en el espectro de sanciones que el Estado puede 

imponer. 
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35. En relación con esto, la aplicación del derecho penal debe ser 

proporcional a la gravedad de la conducta y al bien jurídico 

afectado, obligando al legislador a diseñar un sistema penal que 

priorice alternativas menos severas. A fin de que la intervención estatal 

en el ámbito penal sea justificada y razonable, limitándose a lo 

estrictamente necesario para alcanzar los objetivos de orden y 

bienestar social. Para que así, el derecho penal sea la última instancia 

del sistema democrático, aplicándose solo cuando no haya otras vías 

menos gravosas para proteger los derechos de los individuos. 

36. Cabe retomar que la entonces Primera Sala, en el Amparo directo en 

revisión 7236/2023, sumó a sus consideraciones sobre estos 

principios el criterio de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos31 en la materia: 

 El derecho penal se considera el medio más restrictivo y severo 

para establecer responsabilidades por conductas ilícitas, 

especialmente en casos donde se imponen penas privativas de 

libertad. 

 En una sociedad democrática, el poder punitivo debe ejercerse 

únicamente en la medida estrictamente necesaria para proteger 

los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves 

que los amenacen. Un uso excesivo de este poder podría resultar 

en abusos por parte del Estado. 

 La aplicación del poder punitivo se opone al principio de última 

ratio cuando se utiliza una tipificación amplia del delito. Esto 

 

31  Caso Ricardo Canese vs. Paraguay [Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párrafo 104]; Caso Palamara Iribarne vs. 
Chile [fondo, reparaciones y costas, sentencia de 22 de noviembre de 2005, Serie 
C No. 135, párrafo 79]; Caso Kimel vs. Argentina [fondo, reparaciones y costas, 
sentencia de 2 de mayo de 2008, Serie C No. 177, párrafo 76]; Caso Usón Ramírez 
vs. Venezuela [excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, sentencia de 20 
de noviembre de 2009, Serie C No. 207, párrafo 73]; Voto concurrente del Juez 
Sergio García Ramírez en el Caso Barrios Altos vs. Perú [sentencia de 14 de marzo 
de 2001]. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_111_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_135_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_135_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_177_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_207_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_207_esp.pdf
https://summa.cejil.org/es/document/5o1tpg6tiq30izfr
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ocurre cuando el tipo penal no define con claridad las conductas 

que constituyen una grave lesión a un derecho específico. 

 El sistema democrático demanda una intervención penal mínima 

por parte del Estado, lo que implica una tipificación racional y 

precisa de las conductas ilícitas. 

 A pesar de la necesidad de una intervención mínima, es 

fundamental que ciertas conductas de gran gravedad estén 

siempre contempladas en las normas punitivas. Esta exigencia 

actúa como una contrapartida natural al principio de mínima 

intervención penal. Ambos principios son esenciales para traducir 

los requerimientos democráticos en el ámbito penal y asegurar la 

vigencia efectiva del sistema. 

37. Con estos fundamentos, la entonces Primera Sala desarrolló un 

parámetro de regularidad constitucional del principio de mínima 

intervención, como elemento de una sociedad democrática, sobre 

la base de estas premisas: 

 El legislador goza de libertad de configuración para determinar 

cuáles conductas deben o no ser sancionadas penalmente. 

 Esta libertad encuentra límites en los principios informadores del 

derecho penal, entre los que se encuentra el de mínima 

intervención. 

 El principio de mínima intervención obliga al legislador a 

diseñar un sistema penal sensible a la idea de que no toda ofensa 

merece ser canalizada por la vía más estricta, a la posibilidad de 

utilizar medios alternativos de solución y a la forma en que 

dosifica la intensidad de la intervención punitiva. 

 El principio de fragmentariedad implica que, dado que el derecho 

penal es el medio más restrictivo y severo, sólo debe utilizarse en 

la medida estrictamente necesaria y para proteger los bienes 
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jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen 

o pongan en peligro. 

 Conforme al principio de subsidiariedad del derecho penal, se 

debe recurrir primero a otros controles existentes dentro del 

sistema estatal, menos gravosos y con la misma eficacia 

disuasiva, antes de utilizar el penal, de ahí que sólo se deba 

recurrir a él cuando hayan fallado todos los demás controles.  

 Se debe evaluar la gravedad de los ataques a los bienes 

jurídicos que pretenden sancionarse de acuerdo con las 

circunstancias sociales, políticas, económicas y culturales 

imperantes en la sociedad en un momento determinado. 

VI.1.2 APLICACIÓN DEL PARÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL AL 

ARTÍCULO IMPUGNADO. 

38. El artículo 312, segundo párrafo, de la Ley del Seguro Social32, 

establece lo siguiente: 

“Artículo 312. Se impondrá sanción de uno a seis años de 

prisión, al depositario o interventor designado por el Instituto 
que disponga para sí o para otro, del bien depositado, de sus 
productos o de las garantías que de cualquier crédito fiscal 
se hubieren constituido, si el valor de lo dispuesto no excede 
de novecientos salarios mínimos diarios vigentes en el 
Distrito Federal; cuando exceda, la sanción será de cuatro 
a nueve años de prisión.  

Igual sanción, de acuerdo al valor de dichos bienes, se 
aplicará al depositario que los oculte o no los ponga a 

disposición del Instituto” [énfasis añadido]. 

39. Este Pleno observa que el tipo penal de depositaría infiel, en la 

hipótesis impugnada, tiene como bien jurídico tutelado al efectivo 

control y disposición de los bienes afectos a procedimiento 

administrativo para, en su caso y con base en ellos, el Instituto 

 

32  Cuya porción normativa fue efectivamente aplicada al quejoso recurrente mediante 
el auto de vinculación a proceso que se dictó en su contra y cuya confirmación fue 
reclamada en el juicio de amparo. 
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Mexicano del Seguro Social esté en posibilidad de hacer efectivos 

los créditos exigibles en su favor33. 

40. En atención a lo anterior, se reconoce que el bien jurídico tutelado 

atiende a la organización y administración del Instituto Mexicano del 

Seguro Social; cuya afectación puede trascender en la seguridad 

social encargada de garantizar el derecho a la salud, la asistencia 

médica, la protección de los medios de subsistencia y los servicios 

sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo. 

41. Bajo ese contexto jurídico, se justifica la inclusión en el derecho 

penal de la conducta negativa consistente en no poner a disposición 

del Instituto Mexicano del Seguro Social los bienes que se poseen, en 

virtud del depósito recibido por una persona con carácter de 

depositaria; porque no solo se salvaguarda la seguridad que debe 

tener el Instituto Mexicano del Seguro Social sobre el cumplimiento de 

la obligación contraída por un depositario, sino que de manera paralela 

se protege la organización y administración de ese organismo público 

descentralizado encargado, entre otras cuestiones, de preservar la 

seguridad social de los mexicanos. 

42. Por otra parte, este Tribunal Pleno advierte que el tipo penal 

impugnado no es la respuesta principal del Estado para garantizar 

el cumplimiento de las obligaciones de los particulares frente a créditos 

exigibles, sino que es una adicional y última, como se expondrá a 

continuación. 

43. El requerimiento de entrega de bienes dados en depósito a los 

particulares por parte del Seguro Social –cuyo desacato es lo que 

se sanciona penalmente-, se inserta dentro de una cronología 

 

33  La génesis de este delito en la Ley del Seguro Social se remonta a las adiciones de 
la reforma de 20 de diciembre de 2001; cuando se agregó un apartado de conductas 
delictivas y faltas administrativas, como medida para “fortalecer los principios y 
características de la figura de seguridad social y sus instituciones depositarias” 
[https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.
aspx?q=0JmX86OPHpb2N3AAc4v1rsPvHsWUbtv7WX]. 

https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=0JmX86OPHpb2N3AAc4v1rsPvHsWUbtv7WX
https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfProcesoLegislativoCompleto.aspx?q=0JmX86OPHpb2N3AAc4v1rsPvHsWUbtv7WX
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procesal diseñada para cobrar, garantizar el cobro y ejecutar créditos 

exigibles. 

44. La regulación del depósito está prevista en la ley supletoria referida 

por la misma Ley del Seguro Social, es decir, en el Código Fiscal de 

la Federación34. En éste, el depósito tiene lugar en los procedimientos 

de embargo, ya como medida cautelar –embargo precautorio35-, ya 

como mecanismo de ejecución de créditos exigibles36. 

45. Debe destacarse que, hecho el embargo, como mecanismo de 

ajuste y proporcionalidad frente al acto de molestia en la posesión 

de los bienes, la legislación prevé que estos puedan quedar bajo 

guarda de depositarios, quienes pueden ser los propios deudores; 

estando en libertad de aceptar o rechazar el nombramiento que hagan 

sobre ellos los jefes de las oficinas ejecutoras37. 

 

34  “Artículo 291. El procedimiento administrativo de ejecución para el cobro de los 
créditos a que se refiere el artículo 287 de esta Ley, que no hubiesen sido cubiertos 
oportunamente al Instituto, se aplicará por éste, con sujeción a las normas del 
Código y demás disposiciones aplicables, a través de sus unidades administrativas 
facultadas al efecto…”.  

“Artículo 5 A. Para los efectos de esta Ley, se entiende por (…) II. Código: el Código 
Fiscal de la Federación…”. 

35  Código Fiscal de la Federación “Capítulo III.  Del procedimiento administrativo de 
ejecución. Sección Primera. Disposiciones Generales.  Artículo 145. Las 
autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no hubieren sido 
cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, mediante 
procedimiento administrativo de ejecución. 

Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes o la negociación del 
contribuyente conforme a lo siguiente:  I. Procederá el embargo precautorio 
cuando el contribuyente (…): c) Tenga créditos fiscales que debieran estar 
garantizados y no lo estén o la garantía resulte insuficiente, excepto cuando haya 
declarado, bajo protesta de decir verdad, que son los únicos bienes que posee…”. 

36  Código Fiscal de la Federación “Sección Segunda. Del Embargo. Artículo 151. Las 
autoridades fiscales, para hacer efectivo un crédito fiscal exigible y el importe 
de sus accesorios legales, requerirán de pago al deudor y, en caso de que éste 
no pruebe en el acto haberlo efectuado, procederán de inmediato como sigue: I. A 
embargar bienes suficientes para, en su caso, rematarlos, enajenarlos fuera de 
subasta o adjudicarlos en favor del fisco, o a embargar los depósitos o seguros a 
que se refiere el artículo 155, fracción I del presente Código, a fin de que se realicen 
las transferencias de fondos para satisfacer el crédito fiscal y sus accesorios 
legales...”. 

37  Código Fiscal de la Federación “Artículo 145. (…) VI. Con excepción de los bienes 
a que se refiere el inciso f) de la fracción III de este artículo, los bienes embargados 
precautoriamente podrán, desde el momento en que se notifique el mismo y hasta 
que se levante, dejarse en posesión del contribuyente, siempre que para estos 
efectos actúe como depositario en los términos establecidos en el artículo 153, 
del presente Código, salvo lo indicado en su segundo párrafo…”. 
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46. En este sentido, dentro del procedimiento que por ley se instaura, la 

persona embargada y depositaria está en posibilidad de activar los 

mecanismos que considere en su defensa, desde la suspensión 

del embargo hasta su mismo levantamiento. Lo que posibilita que 

pueda hacer valer, de manera oportuna pero dentro de los cauces 

legales, incluso el reclamo en caso de tratarse de bienes 

inembargables38 –situación que el quejoso y recurrente ha alegado-. 

47. Así, mientras no exista alguna orden legítima de suspensión del 

embargo39 –y, en consecuencia, del depósito-, la oficina ejecutora 

tiene facultad de libre remoción de la persona depositaria40. Siendo 

hasta que esto ocurre, que surge en el depositario el deber de 

entregar la bien que se le requiere41 y su omisión, tras todo el 

 

Artículo 153. Los bienes o negociaciones embargados se podrán dejar bajo la 
guarda del o de los depositarios que se hicieren necesarios…”.  

38  Código Fiscal de la Federación “Artículo 157. Quedan exceptuados de embargo: 
(…) II. Los muebles de uso indispensable del deudor y de sus familiares, no siendo 
de lujo a juicio del ejecutor (…) IV. La maquinaria, enseres y semovientes de las 
negociaciones, en cuanto fueren necesarios para su actividad ordinaria a juicio del 
ejecutor, pero podrán ser objeto de embargo con la negociación en su totalidad si a 
ella están destinados…”. 

“Artículo 158.  Si al designarse bienes para el embargo, se opusiere un tercero 
fundándose en el dominio de ellos, no se practicará el embargo si se demuestra en 
el mismo acto la propiedad con prueba documental suficiente a juicio del ejecutor. 
La resolución dictada tendrá el carácter de provisional y deberá ser sometida 
a ratificación, en todos los casos por la oficina ejecutora, a la que deberán 
allegarse los documentos exhibidos en el momento de la oposición. Si a juicio de la 
ejecutora las pruebas no son suficientes, ordenará al ejecutor que continúe con la 
diligencia y, de embargarse los bienes, notificará al interesado que puede hacer 
valer el recurso de revocación en los términos de este Código”. 

39  Código Fiscal de la Federación “Artículo 145. (…) IV. (…) Al acreditarse que ha 
cesado la conducta que dio origen al embargo precautorio, o bien, cuando exista 
orden de suspensión que el contribuyente haya obtenido emitida por autoridad 
competente, la autoridad deberá ordenar que se levante la medida dentro del plazo 
de tres días (…). 

VI. (…) Salvo tratándose de los bienes a que se refiere el inciso f) de la fracción III 
de este artículo, la autoridad fiscal deberá ordenar el levantamiento del 
embargo precautorio a más tardar al tercer día siguiente a aquél en que se 
acredite que cesó la conducta que dio origen al embargo precautorio, o bien, que 
existe orden de suspensión emitida por autoridad competente”. 

40  Código Fiscal de la Federación “Artículo 153. (…) Los jefes de las oficinas 
ejecutoras, bajo su responsabilidad, nombrarán y removerán libremente a los 
depositarios, quienes desempeñarán su cargo conforme a las disposiciones 
legales…”. 

41  Código Fiscal de la Federación “Artículo 153. (…) Cuando se efectúe la remoción 
del depositario, éste deberá poner a disposición de la autoridad ejecutora los 
bienes que fueron objeto de la depositaría, pudiendo ésta realizar la sustracción 
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proceso administrativo que corresponda, es la que el legislador ha 

resuelto que sea sancionada penalmente. 

48. En este orden de ideas, se estima justificado que el legislador no 

prevea la satisfacción de otros mecanismos de apremio no 

penales, como condición de surgimiento de responsabilidad penal, 

como sí se exige en figuras genéricas de desobediencia o desacato42.  

 

de los bienes para depositarlos en almacenes bajo su resguardo o entregarlos al 
nuevo depositario”. 

42  Código Penal Federal “Artículo 183. Cuando la ley autorice el empleo del apremio 
para hacer efectivas las determinaciones de la autoridad, sólo se consumará el 
delito de desobediencia cuando se hubieren agotado los medios de apremio”. 

 Código Penal de Coahuila “Artículo 386 (Desacatos). Se impondrá de un mes a 
dos años de prisión, o de tres meses a un año de libertad supervisada y, en 
cualquier caso, de trescientos a quinientos días multa, al individuo, sea o no 
servidor público, si prevenido por autoridad competente dentro de un procedimiento, 
proceso o juicio, ya sea del Estado o de sus municipios, o con motivo de la 
investigación de un delito, realice cualquiera de las conductas siguientes: 

I. (Incomparecencia previo citatorio) No comparezca ante la autoridad si fue 
citado conforme a la ley. 

II. (Negativa a declarar) Se niegue a declarar ante la autoridad, o guarde 
silencio cuando sea requerido a declarar. 

III. (Incumplimiento de mandato) Incumpla un mandato de autoridad 
competente (…). 

En el acuerdo y, en su caso, en el citatorio que formule la autoridad, prevendrá al 
obligado que cometerá un desacato punible, si incurre en cualquiera de las 
conductas señaladas en las fracciones de este artículo (…). 

Cuando la ley autorice el empleo de medidas de apremio para hacer efectiva 
la comparecencia ante la autoridad, para que se rinda la protesta de conducirse 
con verdad y se declare ante aquélla o se cumpla un mandato de la misma, el 
delito de desacato se cometerá a partir de cuándo se agote el empleo de las 
medidas de apremio y el agente persista en su contumacia”. 

Código Penal de Zacatecas “Artículo 161. Al que sin excusa legal se negare a 
comparecer ante la autoridad a rendir su declaración, cuando legalmente se le 
exija, no será considerado como responsable del delito previsto en el artículo 
anterior, sino después de haber sido apremiado por la autoridad judicial o 
apercibido por la administrativa, en su caso, para que comparezca a declarar o 
a rendir los informes que se le pidan”. 

“Artículo 162. El que debiendo ser examinado en una investigación o en un proceso 
penal o juicio civil, sin que le aprovechen las excepciones establecidas por este 
Código o por el Código Adjetivo Penal aplicable, o por el de Procedimientos Civiles, 
en su caso, se niegue a otorgar la protesta de ley o a declarar, se le aplicará de 
inmediato, como medio de apremio y previo apercibimiento, una multa de quince 
a treinta cuotas. Si persistiere en su actitud, se le hará saber que se le 
sancionará, previo el proceso respectivo, con prisión de seis meses a dos años, o 
multa de veinte a cuarenta cuotas o trabajo a favor de la comunidad, a juicio del 
juez haciéndose desde luego la denuncia al Ministerio Público”. 

“Artículo 163. Cuando la ley autorice el empleo del apremio para hacer efectivas 
las determinaciones de la autoridad, sólo se consumará el delito de 
desobediencia cuando se hubieren agotado los medios de apremio, sin haberse 
logrado aquel objeto”. 
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Pues no es el primer contacto de la autoridad con el particular 

para conseguir el fin propuesto, que es garantizar el cobro u obtener 

el cobro efectivo de los adeudos de los particulares; quienes están en 

posibilidad de activar medios de defensa. 

49. Lo que evidencia que el tipo penal impugnado es una solución 

adicional, de última opción y proporcionada. Lo que, más allá de 

la respuesta que dio el tribunal de amparo al quejoso, hace infundado 

su planteamiento de inconstitucionalidad, por violación al artículo 

22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

respecto del párrafo segundo del artículo 312 de la Ley del Seguro 

Social. 

VI.2 REVISIÓN DE LA NORMA IMPUGNADA RESPECTO A SU CONFORMIDAD 

CON EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 

50. El quejoso recurrente, desde su demanda de amparo, planteó que el 

artículo 312 de la Ley del Seguro Social es inconstitucional, pues el 

término “poner a disposición” es un concepto jurídico inaccesible 

para las personas, porque no es un término común; además de que, 

en dicho precepto, no se mencionaba el plazo dentro del cual 

debiera hacerse la puesta a disposición. 

51. En este sentido, lo primero a analizarse es si la descripción de la 

conducta prohibida y todas sus circunstancias típicas, cumplen con el 

principio de legalidad, en la modalidad de taxatividad.  

VI.2.1 DOCTRINA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

SOBRE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD-TAXATIVIDAD. 

52. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha construido una 

jurisprudencia sólida en torno al principio de legalidad, en su 

modalidad de taxatividad43; conforme al cual se exige que las normas 

 

43  Tesis P. IX/95 de rubro “EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL, GARANTÍA 

DE. SU CONTENIDO Y ALCANCE ABARCA TAMBIÉN A LA LEY MISMA” [Registro 200381, 
Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo I, mayo de 
1995, página 82]; jurisprudencia 1a./J.10/2006 de rubro “EXACTA APLICACIÓN DE LA 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/200381
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/175595
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penales sean redactadas con claridad, precisión y exactitud. Esto 

implica que los legisladores deben especificar de manera detallada las 

conductas prohibidas y las sanciones correspondientes, evitando 

cualquier ambigüedad que pueda inducir a confusión. La falta de 

precisión en la redacción de las leyes puede afectar la seguridad 

jurídica de los ciudadanos, ya que dificulta la previsibilidad de las 

consecuencias legales de sus actos. 

53. La Corte ha enfatizado que la taxatividad no solo se aplica a la 

descripción de las conductas, sino también a la determinación de las 

penas. Las normas deben permitir que los destinatarios comprendan 

sin dificultad qué conductas son sancionables y qué sanciones se les 

pueden imponer. Este requerimiento busca prevenir la arbitrariedad en 

la aplicación de la ley y asegurar un trato equitativo ante la justicia. 

54. En este contexto, la Corte ha señalado que las leyes deben ser 

suficientemente claras para que los ciudadanos puedan anticipar las 

repercusiones de sus acciones. La imprecisión en las normas penales 

no solo vulnera el derecho a la defensa de los procesados, sino que 

también propicia un entorno donde la arbitrariedad puede prevalecer, 

lo cual es contrario a los principios de legalidad y justicia. 

55. Por lo tanto, el principio de taxatividad se erige como un límite 

fundamental para el legislador en un Estado democrático, 

garantizando que las normas sean comprensibles y aplicables de 

manera justa. La Corte ha subrayado que cualquier norma que no 

cumpla con estos requisitos puede ser considerada inconstitucional, 

 

LEY PENAL. LA GARANTÍA, CONTENIDA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL, TAMBIÉN OBLIGA AL LEGISLADOR” [Registro 175595, Novena 
Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXIII, marzo de 
2006, página 84]; acción de inconstitucionalidad 104/2024, jurisprudencia 1a./J. 
54/2014 (10a.), de rubro “PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN SU VERTIENTE DE 

TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE DESENVUELVEN LAS NORMAS 

PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES DESTINATARIOS” [Registro 2006867, Décima 
Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 8, julio de 2014, tomo 
I, página 131]. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/33765
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006867
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006867
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dado que afecta derechos fundamentales consagrados en la 

Constitución y en tratados internacionales de derechos humanos. 

56. Finalmente debe precisarse que la entonces Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que si bien es 

cierto que la claridad en las leyes es necesaria para evitar ambigüedad 

o confusión, también es verdad que la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos no exige que la redacción de los 

dispositivos deba ser de una forma que colme las expectativas 

de todos los gobernados, porque las leyes no son diccionarios; de 

ahí que no puede afirmarse que una disposición legal se aparte de la 

norma fundamental al incurrir en una deficiencia de redacción, pues 

en todo caso cualquier contravención a esa norma debe basarse en 

aspectos objetivos que se identifican con los principios consagrados 

en la propia Constitución44. 

57. Al respecto, debe tomarse en cuenta que existen elementos que son 

comunes a todo tipo penal, por ejemplo, la acción u omisión, el bien 

jurídico protegido, el sujeto activo y el sujeto pasivo; así como otros 

elementos que no son comunes, pero que algunos tipos penales sí 

contienen, como pueden ser calidades específicas en el sujeto activo 

o en el sujeto pasivo, el objeto material, los medios utilizados, las 

circunstancias de lugar, tiempo, modo y ocasión, elementos 

normativos y elementos subjetivos específicos. 

58. En ejercicio de las facultades que le han sido atribuidas, el legislador 

establece los tipos penales y los elementos que los contienen, lo cual 

habrá de depender de cada conducta que trate de regular y del bien 

jurídico que pretenda protegerse; por ende, no todos los tipos penales 

contienen los mismos elementos, sin que ello implique violación al 

principio de exacta aplicación de la ley en materia penal. 

 

44  Tesis 1a./J. 83/2004, de rubro “LEYES. SU INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE DERIVAR 

EXCLUSIVAMENTE DE LA FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS VOCABLOS O LOCUCIONES 

UTILIZADOS POR EL LEGISLADOR” [Novena Época, extinta Primera Sala, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XX, octubre de 2004, página 170.] 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/180326
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59. En cualquier caso, la precisión con la que las normas son redactadas 

tiene una importancia crucial; así, se insiste, la garantía de exacta 

aplicación de la ley penal no sólo vincula a las autoridades judiciales 

que aplican el derecho, sino también a los legisladores que lo 

redactan45. 

60. De este modo, si la redacción de un precepto que describe una 

conducta penal genera inseguridad jurídica, entonces se estaría frente 

a un caso en el cual ese defecto en el uso del lenguaje acarrearía la 

inconstitucionalidad de la norma. 

61. Por último, es importante destacar que, en una sociedad compleja, 

plural y altamente especializada como la de hoy en día, el principio 

de taxatividad no exige que los tipos penales se configuren de tal 

manera que todos los gobernados tengan una comprensión 

absoluta de los mismos. Por ello, es imprescindible atender al 

contexto en el cual se desenvuelven las normas, así como sus 

posibles destinatarios46. Por lo que debe revisarse si la expresión 

empleada por el legislador como verbo rector está dirigida a personas 

en cierto contexto, que les permite identificar su contenido. 

62. En otros precedentes, estas consideraciones ya han servido para 

evaluar la constitucionalidad de las normas que describen conductas 

penales47; permitiendo que el máximo órgano de control constitucional 

 

45  Tesis 1a. LXXXIX/2005, de rubro “EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. SIGNIFICADO Y 

ALCANCE DE ESTA GARANTÍA CONTENIDA EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 14 DE LA 

CONSTITUCIÓN FEDERAL” [Registro 177613, materia constitucional, penal, Novena Época, 
extinta Primera Sala, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXII, agosto de 
2005, página: 299]. 

46  Jurisprudencia 1a./J. 54/2014 (10a.), de rubro: “PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL EN 

SU VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. ANÁLISIS DEL CONTEXTO EN EL CUAL SE DESENVUELVEN 

LAS NORMAS PENALES, ASÍ COMO DE SUS POSIBLES DESTINATARIOS” [Décima Época, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. libro 8, julio de 
2014, tomo I, página 131, registro digital 2006867].  

47  Tesis 1a./J. 109/2006, de rubro “ENCUBRIMIENTO POR RECEPTACIÓN. LOS ARTÍCULOS 

275, PÁRRAFO SEGUNDO (VIGENTE HASTA EL 11 DE OCTUBRE DE 2004) Y 275-B (DE 

ACTUAL VIGENCIA), AMBOS DEL CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO, QUE 

PREVÉN ESE DELITO, AL CONTENER LA EXPRESIÓN ‘PRECAUCIONES NECESARIAS’ VIOLAN 

EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL” [Registro 173307, jurisprudencia, 
materia Constitucional, Penal, Novena Época, extinta Primera Sala, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, febrero de 2007, página: 296]. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/177613
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006867
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/173307
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del país escuche y analice el tipo de demandas en las que se exige 

claridad en la redacción de las normas penales; ganándose con ello 

seguridad jurídica. 

VI.2.2 ANÁLISIS DEL ARTÍCULO IMPUGNADO, A LA LUZ DEL PRINCIPIO DE 

LEGALIDAD ESTUDIADO. 

63. El artículo 312, párrafo segundo, de la Ley del Seguro Social, prevé:  

“Artículo 312. Se impondrá sanción de uno a seis años de 

prisión, al depositario o interventor designado por el Instituto 
que disponga para sí o para otro, del bien depositado, de sus 
productos o de las garantías que de cualquier crédito fiscal 
se hubieren constituido, si el valor de lo dispuesto no excede 
de novecientos salarios mínimos diarios vigentes en el 
Distrito Federal; cuando exceda, la sanción será de cuatro 
a nueve años de prisión.  

Igual sanción, de acuerdo al valor de dichos bienes, se 
aplicará al depositario que los oculte o no los ponga a 

disposición del Instituto” [énfasis añadido].  

64. La previsión de este tipo penal de depositaría infiel, en la hipótesis 

impugnada, se puede descomponer de la siguiente forma: 

 Conducta: no poner [los bienes recibidos en depósito] a 

disposición del Instituto del Seguro Social. 

 El objeto material corresponde a los bienes recibidos en depósito. 

 Comisión: omisión propia. 

 Resultado: formal o de mera conducta. 

 Consumación continua o permanente; pues mientras se incurra 

en la conducta negativa la consumación se prolongará en el 

tiempo. 

 

Tesis 1a./J. 129/2008, de rubro “ABUSO DE CONFIANZA EQUIPARADO. LOS ARTÍCULOS 

316, 320 Y 216 DE LOS CÓDIGOS PENALES PARA LOS ESTADOS DE SONORA, YUCATÁN Y 

BAJA CALIFORNIA, RESPECTIVAMENTE, QUE PREVÉN ESE DELITO, NO VIOLAN LA GARANTÍA 

DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL” [Registro 167,993, 
jurisprudencia, materia Constitucional, Penal, Novena Época, extinta Primera Sala, 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXIX, febrero de 2009, página 5]. 

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/167993
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 La calidad específica en el sujeto activo es que sea depositario. 

65. La conducta –que es sobre la que el quejoso formuló su específico 

reclamo de indeterminación e incertidumbre jurídica-:  

No poner [los bienes recibidos en depósito] a 
disposición del Instituto del Seguro Social. 

no cuenta, en efecto, con una definición auténtica. 

66. Sin embargo, como se ha sostenido por esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, debe revisarse si el legislador la expresó a través 

de palabras que permiten identificar su contenido por los vocablos en 

sí o a partir del contexto de su regulación y de los destinatarios 

de la norma. 

67. Ya antes, este Pleno ha analizado la constitucionalidad de un tipo 

penal de las mismas características, pero contenido directa y 

específicamente en el Código Fiscal de la Federación48. En aquella 

ocasión49 consideró que el reproche que se hacía a la figura delictiva 

de depositaría infiel50 era infundado, porque el hecho de que no se 

precisara en qué momento se tenía por no puesto [el bien recibido en 

depósito] a disposición de la autoridad, no se traducía en violación a 

la Constitución; toda vez que, a través de una interpretación 

armónica y sistemática de los artículos relacionados con la conducta 

 

48  Código Fiscal de la Federación “Artículo 112. Se impondrá sanción de tres 
meses a seis años de prisión, al depositario o interventor designado por las 
autoridades fiscales que, con perjuicio del fisco federal, disponga para sí o para otro 
del bien depositado, de sus productos o de las garantías que de cualquier crédito 
fiscal se hubieren constituido, si el valor de lo dispuesto no excede de $200,030.00; 
cuando exceda, la sanción será de tres a nueve años de prisión. 

Igual sanción, de acuerdo al valor de dichos bienes, se aplicará al depositario 
que los oculte o no los ponga a disposición de la autoridad competente”. 

49  Amparo en revisión 783/2010 [sesión de 23 de junio de 2010, páginas 31-40] “el 
recurrente argumenta que el artículo 92, del Código Fiscal de la Federación, no 
precisa en qué momento se tiene (el objeto) por “no puesto a disposición de la 
autoridad”, ni si el hecho de que el bien (mueble) se haya entregado fuera del 
plazo, también es constitutivo de delito…”. 

50  Este tipo penal fue adicionado en el Código Fiscal de la Federación en la reforma 
de 28 de diciembre de 1989. En su exposición de motivos se justificó su 
incorporación en la pretensión de “continuar la consolidación de un sistema fiscal 
mexicano eficiente, moderno y competitivo”. 

https://bj.scjn.gob.mx/documento/sentencias_pub/60736
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punible, en el mismo Código Fiscal de la Federación, se podía 

advertir claramente establecido cuál es el momento y el plazo 

para que la persona depositaria entregara a la autoridad los 

bienes que fueron objeto de la depositaría. 

68. Así, siguiendo esta metodología, debe mirarse la norma 

impugnada –el artículo 312, párrafo segundo, de la Ley del 

Seguro Social-, a la luz de los diversos 5 A y 291 de la misma 

ley, que a su vez remiten al Código Fiscal de la Federación, 

como norma supletoria en los procedimientos administrativos de 

ejecución previstos en la Ley del Seguro Social; en específico, a 

los artículos que regulan la depositaría, así como en relación 

a los preceptos de la parte general del Código Penal Federal, 

necesarios para combatir cualquier indeterminación o 

incertidumbre: 

Ley del Seguro Social 

“Artículo 312. Se impondrá sanción de uno a seis años de 
prisión, al depositario o interventor designado por el Instituto 
que disponga para sí o para otro, del bien depositado, de sus 
productos o de las garantías que de cualquier crédito fiscal 
se hubieren constituido, si el valor de lo dispuesto no excede 
de novecientos salarios mínimos diarios vigentes en el 
Distrito Federal; cuando exceda, la sanción será de cuatro 
a nueve años de prisión.  

Igual sanción, de acuerdo al valor de dichos bienes, se 
aplicará al depositario que los oculte o no los ponga a 
disposición del Instituto” [énfasis añadido]. 

“Artículo 291. El procedimiento administrativo de 
ejecución para el cobro de los créditos a que se refiere el 
artículo 287 de esta Ley, que no hubiesen sido cubiertos 
oportunamente al Instituto, se aplicará por éste, con 
sujeción a las normas del Código y demás disposiciones 
aplicables, a través de sus unidades administrativas 
facultadas al efecto…” [énfasis añadido]. 

“Artículo 5 A. Para los efectos de esta Ley, se entiende 
por (…) II. Código: el Código Fiscal de la Federación…” 
[énfasis añadido]. 

Código Fiscal de la Federación 

“Capítulo III. Del procedimiento administrativo de 
ejecución.  Sección Primera. Disposiciones Generales.  
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Artículo 145. Las autoridades fiscales exigirán el pago 
de los créditos fiscales que no hubieren sido cubiertos o 
garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, 
mediante procedimiento administrativo de ejecución. 
(…). 

VI. Con excepción de los bienes a que se refiere el inciso f) 
de la fracción III de este artículo, los bienes embargados 
precautoriamente podrán, desde el momento en que se 
notifique el mismo y hasta que se levante, dejarse en 
posesión del contribuyente, siempre que para estos 
efectos actúe como depositario en los términos 
establecidos en el artículo 153, del presente Código, salvo 
lo indicado en su segundo párrafo...” [énfasis añadido]. 

“Sección Segunda. Del Embargo. Artículo 151. Las 
autoridades fiscales, para hacer efectivo un crédito fiscal 
exigible y el importe de sus accesorios legales, requerirán 
de pago al deudor y, en caso de que éste no pruebe en 
el acto haberlo efectuado, procederán de inmediato 
como sigue: I. A embargar bienes suficientes para, en su 
caso, rematarlos, enajenarlos fuera de subasta o 
adjudicarlos en favor del fisco, o a embargar los depósitos 
o seguros a que se refiere el artículo 155, fracción I del 
presente Código, a fin de que se realicen las transferencias 
de fondos para satisfacer el crédito fiscal y sus accesorios 
legales...” [énfasis añadido]. 

“Artículo 153. Los bienes o negociaciones embargados 
se podrán dejar bajo la guarda del o de los depositarios 
que se hicieren necesarios. Los jefes de las oficinas 
ejecutoras, bajo su responsabilidad, nombrarán y 
removerán libremente a los depositarios, quienes 
desempeñarán su cargo conforme a las disposiciones 
legales. Cuando se efectúe la remoción del depositario, 
éste deberá poner a disposición de la autoridad 
ejecutora los bienes que fueron objeto de la 
depositaría, pudiendo ésta realizar la sustracción de los 
bienes para depositarlos en almacenes bajo su resguardo 
o entregarlos al nuevo depositario...” [énfasis añadido]. 

Código Penal Federal 

“Artículo 7. Delito es el acto u omisión que sancionan las 
leyes penales (…). 

El delito es: (…) 

II. Permanente o continuo, cuando la consumación 
se prolonga en el tiempo…” [énfasis añadido]. 

“Artículo 8. Las acciones u omisiones delictivas solamente 
pueden realizarse dolosa o culposamente” [énfasis 
añadido]. 

“Artículo 9. Obra dolosamente el que, conociendo los 
elementos del tipo penal, o previendo como posible el 
resultado típico, quiere o acepta la realización del hecho 
descrito por la ley, y obra culposamente el que produce el 
resultado típico, que no previó siendo previsible o previó 
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confiando en que no se produciría, en virtud de la violación 
a un deber de cuidado, que debía y podía observar según 

las circunstancias y condiciones personales” [énfasis 
añadido]. 

69. Entonces, a partir de esta regulación, de la ubicación del tipo penal 

que se analiza en la Ley del Seguro Social y de las condiciones en las 

que puede surgir una depositaría con motivo de sus procedimientos 

administrativos, se puede identificar que el bien jurídico tutelado con 

la penalización de la depositaría infiel es el efectivo control y 

disposición de los bienes afectos a procedimiento administrativo 

para, en su caso y con base en ellos, el Instituto Mexicano del Seguro 

Social esté en posibilidad de hacer efectivos los créditos exigibles 

en su favor. 

70. Con relación a esto y a partir del texto expreso de la hipótesis 

impugnada, se advierte que la norma va dirigida a personas con una 

calidad específica: depositarios. 

71. Esta calidad es obtenida a partir de la posibilidad de nombramiento 

de los ejecutores de créditos del Instituto del Seguro Social sobre los 

deudores, durante la constitución de embargo de bienes para 

garantizar –si se trata de embargo precautorio- o para ejecutar el 

crédito exigible –si se trata de embargo para ejecución-. 

72. Esta “posibilidad” de nombramiento depende de la decisión libre del 

ejecutor del embargo, pero también del deudor; quien puede rehusar 

el nombramiento de depositario. 

73. En este orden de ideas, los bienes materia del depósito son bienes 

embargados, mantenidos en posesión material para su guarda y 

custodia por los depositarios; quienes voluntariamente aceptan el 

nombramiento. 

74. De esta calidad derivan entonces una serie de obligaciones 

contenidas en ley –incluida la de “poner a disposición los bienes 

recibidos en depósito tras la remoción del cargo”-. 
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75. Ahora, junto con las consideraciones previas, es fundamental partir de 

la configuración delictiva elegida por el legislador en el precepto 

impugnado: un hecho negativo con relevancia penal consistente en 

una omisión pura o propia. 

76. Esta modalidad de omisión no necesariamente causa una lesión al 

bien jurídico protegido. Puede darse o no la lesión. Ello es irrelevante 

para el Derecho Penal. Lo que se castiga es el peligro generado por 

la inactividad. 

77. Es decir, en los delitos de omisión propia se castiga por el simple 

incumplimiento del deber de actuar. La consumación del delito 

inicia al no realizar la conducta debida en el momento en que era 

posible y exigible hacerla. 

78. El dolo en este tipo de delitos implica entonces una voluntad 

consciente y deliberada de no realizar la acción que la ley ordena 

específicamente, sabiendo que existe un deber de actuar y teniendo 

la capacidad de hacerlo; sin buscar necesariamente un resultado 

material, sino simplemente incumpliendo el mandato legal, actuando 

con conocimiento de la situación y de la obligación. 

79. En otras palabras, para que surja una conducta omisiva punible, debe 

existir 1) un deber exigible, 2) en conocimiento del sujeto activo, 3) 

que posibilite el ejercicio de su libre voluntad de no cumplir con ese 

deber. 

80. Como se ve, la conducta prevista en la norma impugnada no sólo va 

destinada a un contexto especializado, también debe entenderse en 

sus circunstancias jurídicamente relevantes de omisión propia. 

81. Luego, en la hipótesis analizada, la persona depositaria está en 

posesión material para la guarda y custodia de bienes embargados 

que, en determinado momento y en virtud de su remoción en el cargo 

de depositario –que le debe ser efectivamente puesta en su 

conocimiento-, le surge el deber de dejar los bienes poseídos en 

condiciones determinadas de tiempo y lugar o modo para que el 
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Instituto de Seguridad Social pueda usarlos y tomar decisiones 

en su ejecución para el cobro de créditos a su favor. 

82. Cabe señalar que, por lo que hace a la condición temporal de 

cumplimiento, no se encuentra prevista en la porción normativa 

combatida, ni en la misma Ley del Seguro Social; sin embargo, ello no 

quiere decir que se vulnere el principio de legalidad en su vertiente de 

taxatividad; pues, de una interpretación armónica y sistemática51, tal 

cuestión puede identificase en el artículo 161 del Código Fiscal de la 

Federación52; ordenamiento que es ley supletoria de la del Seguro 

Social. 

83. Así, bajo una interpretación armónica y sistemática de los artículos 

transcritos, respecto al verbo rector de omisión propia –que se 

sanciona penalmente sólo al ser cometida dolosamente- se advierten 

los siguientes elementos: 

 LECTURA AISLADA 
LECTURA BAJO CONTEXTO DE 

REGULACIÓN Y DESTINATARIO 

DE LA NORMA 

CONDUCTA 

TÍPICA 

No poner [los bienes en 
depósito] a disposición del 
Instituto Mexicano del Seguro 
Social. 

No poner [los bienes 
recibidos en depósito, bajo 
guardia y custodia, y 
requeridos por remoción de 
depositario] a disposición 
del Instituto del Seguro 
Social; esto es: 

No dejar [los bienes 
requeridos formal y 
materialmente por remoción 

 

51  Ley del Seguro Social “Artículo 9. Las disposiciones fiscales de esta Ley que 
establecen cargas a los particulares y las que señalan excepciones a las mismas, 
así como las que fijan las infracciones y sanciones, son de aplicación estricta. Se 
considera que establecen cargas las normas que se refieran a sujeto, objeto, base 
de cotización y tasa. 

A falta de norma expresa en esta Ley, se aplicarán supletoriamente las 
disposiciones de la Ley Federal de Trabajo, del Código o del derecho común, en 
ese orden, cuando su aplicación no sea contraria a la naturaleza propia del régimen 
de seguridad social que establece esta Ley…”. 

52  Código Fiscal de la Federación “Artículo 161. El dinero, metales preciosos, 
alhajas y valores mobiliarios embargados, se entregarán por el depositario a la 
oficina ejecutora, previo inventario, dentro de un plazo que no excederá de 
veinticuatro horas. Tratándose de los demás bienes, el plazo será de cinco días 
contados a partir de aquél en que fue hecho el requerimiento para tal efecto. […]” 
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de depositario] en 
condiciones ciertas de 
tiempo y lugar, para que el 
Instituto del Seguro Social 
pueda usarlos o tomar 
decisiones efectivas sobre 
ellos conforme a sus 
atribuciones; impidiendo el 
acceso y evitando que 
ejerza el control sobre los 
bienes. 

OBJETO 

MATERIAL 
[Bienes en depósito]. 

Bienes en depósito –en 
posesión para la guarda y 
custodia, en función del 
nombramiento de depositario 
aceptado en diligencia de 
embargo dentro de 
procedimiento administrativo 
de ejecución- y requeridos 
para dejarlos en 
condiciones, de tiempo y 
lugar determinados, para 
que el Instituto pueda 
usarlos o tomar decisiones 
efectivas sobre ellos 
conforme a sus atribuciones. 

CIRCUNSTANCIA  - 
A partir de que se efectúe la 
remoción del depositario. 

CALIDAD 

ESPECÍFICA 
Sujeto activo: depositario 

Sujeto activo: depositario 
removido. 

ELEMENTO 

SUBJETIVO 

GENÉRICO 
Conocer y querer. 

Conocer la circunstancia 
de remoción y la 
consecuente existencia del 
deber de poner a disposición 
los bienes requeridos en 
plazo y lugar ciertos, y 
elegir mantenerse inactivo, 
con plena conciencia de ello. 

BIEN JURÍDICO 

TUTELADO 
- 

Efectivo control y 
disposición de los bienes 
afectos a procedimiento 
administrativo para, en su 
caso y con base en ellos, el 
Instituto Mexicano del Seguro 
Social esté en posibilidad de 
hacer efectivos los créditos 
exigibles en su favor 
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84. En este sentido, si bien estos elementos pueden ser motivo de 

interpretación al momento de su aplicación, ello de ninguna manera 

torna inconstitucional el precepto impugnado por el motivo aducido; 

pues en ese caso, sólo se estaría en presencia de un problema de 

mera legalidad y no de constitucionalidad. 

85. Así, tras la lectura sistemática de las normas aplicables directa o 

supletoriamente para la conformación de la conducta típica, este 

Tribual Pleno concluye que la porción normativa impugnada, no 

violenta el principio de legalidad, en la modalidad de taxatividad, 

previsto en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; deviniendo infundado el reclamo 

del quejoso recurrente. 

VII. RESERVA DE JURISDICCIÓN AL TRIBUNAL COLEGIADO 

86. Con el estudio precedente, este Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación estima agotado el objeto de su intervención: el análisis 

de la constitucionalidad del artículo 312, párrafo segundo, de la Ley 

del Seguro Social. 

87. En consecuencia, lo procedente es reservar jurisdicción al Tribunal 

Colegiado del conocimiento para que resuelva los restantes temas 

de legalidad que quedaren, siguiendo la interpretación hecha por 

este Pleno para la configuración delictiva de la depositaría infiel; en 

particular, siguiendo las consideraciones que se hicieron en torno a la 

naturaleza omisiva de la figura delictiva, en donde resulta 

fundamental para la configuración del tipo el momento en el que de 

forma cierta el sujeto activo toma conocimiento –material y formal- de 

la existencia de un deber a su cargo y condiciones concretas de 

cumplimiento –tiempo, lugar o modo-; con base en el cual se pueda 

inferir la existencia de una voluntad de no cumplir. 

VIII. DECISIÓN 
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En consecuencia, este Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, resuelve: 

PRIMERO. En la materia de la revisión, competencia de este Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se confirma la sentencia 

recurrida en torno a la constitucionalidad de la norma impugnada. 

SEGUNDO. La justicia de la Unión no ampara y protege a ********** 

********** ********** **********.  

TERCERO. Se reserva jurisdicción al Segundo Tribunal Colegiado 

del Trigésimo Circuito, en los términos precisados en la parte final de 

la presente ejecutoria. 

Notifíquese; conforme a derecho corresponda, y en su oportunidad 

archívese el toca como asunto concluido. 


